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EVOLUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA DE LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA FRENTE AL DERECHO DE LOS CÓNYUGES SUPÉRSTITES A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003. – De otro lado la señora Lucila Muñoz Rivera afirma que su convivencia con el señor López Ospina inició exactamente el 11 de marzo de 1972, sin embargo, ello contradice lo expresado en la propia demanda, en la que se dijo que el asiento de su convivencia se dio cuando llegaron a la calle 58 Nº 10-33 del barrio José Hilario López de Pereira, situación que como quedó visto, solo vino a ocurrir en el año 1973 cuando él ya se había separado de su cónyuge y no había nacido su hija mayor; considerándose entonces acertada la fecha fijada por el a quo como finalización de la convivencia con la cónyuge el 10 de marzo de 1973, no obstante, no es posible concluir que inmediatamente, el 11 de marzo de 1973 empezó la convivencia con su compañera permanente, pues en realidad eso debió ocurrir un par de meses después, cuando él ya dejó a cargo de su tía a dos de los hijos que tuvo con María Arango de López, es decir, que aproximadamente la convivencia entre los compañeros permanentes inició el 10 mayo de 1973, poco tiempo después de haberse separado el causante de su cónyuge y antes de que naciera la hija mayor que tuvo con la señora Muñoz Rivera.

Bajo tales parámetros, se tiene entonces que por los 8 años 5 meses y 21 días de convivencia que tuvo la señora María Arango de López, que equivalen a 3051 días, le correspondería el 16.96% de la prestación, mientras que a la señora Lucila Muñoz Rivera por los 41 años 5 meses y 23 días de convivencia, que equivalen a 14933 días, le correspondería el 83.04% de la prestación; no obstante, como la señora María Arango de López es apelante única en este punto, la decisión que se surta en esta sede no puede ser más gravosa, por lo que en aplicación del principio de la no reformatio in pejus, se mantendrán los porcentajes del 17% y 83% respectivamente, fijados en el curso de la primera instancia.

Ahora, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 283 del C.G.P. se procede a actualizar la condena, tal como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, y en la que se observa que el retroactivo pensional causado entre el 2 de noviembre de 2014 y el 30 de agosto de 2017 asciende a la suma de $25.048.134, correspondiéndole en consecuencia a la señora María Arango de López por el 17% de la prestación, la suma de $4.258.183,78, y a la señora Lucila Muñoz Rivera por el restante 83% la suma de $20.789.951,22.
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Hoy, treinta de agosto de dos mil diecisiete, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora MARÍA ARANGO DE LÓPEZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 10 de febrero de 2017, así como el grado jurisdiccional de la misma, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y a la señora LUCILA MUÑOZ RIVERA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2015-00524-01, el cual fue acumulado al proceso radicado bajo el Nº 66001-31-05-004-2015-00467-01, en el que la señora LUCILA MUÑOZ RIVERA demanda a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y a la recurrente.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Lucila Muñoz Rivera que la justicia laboral declare que en su calidad de compañera permanente del señor José Orlando López Ospina tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 2 de noviembre de 2014, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: El señor José Orlando López Ospina falleció el 2 de noviembre de 2014, momento en el que se encontraba disfrutando la pensión de vejez reconocida mediante la resolución Nº 000312 de 26 de enero de 1999, que a fecha de corte ascendía al mínimo legal mensual vigente; desde el 11 de marzo de 1972 inició una convivencia continua e ininterrumpida con el causante que finalizó el día de su deceso; de esa unión nacieron Beatriz Eugenia y Alejandro López Muñoz, quienes para el momento de presentación de la demanda cuentan con 41 y 34 años de edad; el asiento de su convivencia siempre se fijó en la calle 58 Nº 10-33 del barrio José Hilario López de Pereira; el señor López Ospina había contraído nupcias con la señora María Arango de López el 20 de septiembre de 1964 y se separaron de hecho el 28 de diciembre de 1973; el 1º de diciembre de 2014 la señora Arango de López solicitó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, mientras que ella la presenta el 3 de diciembre de 2014, por lo que a través de la resolución GNR 119268 de 28 de abril de 2015 se dejó en suspenso el reconocimiento de la prestación económica.
Al contestar la demanda –fls.42 a 58- la señora María Arango de López aceptó la fecha de deceso del señor López Ospina, que para ese momento gozaba de la pensión de vejez reconocida por el extinto ISS, el vínculo matrimonial existente entre ellos, las solicitudes de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes y la respuesta dada por Colpensiones. Frente a los demás hechos expresó que se negaban o que no le constaban. No formuló excepciones de mérito, pero presentó sus propias pretensiones, solicitando que se le reconozca la prestación económica en su calidad de cónyuge supérstite a partir del 2 de noviembre de 2014, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.
Además de reiterar la fecha de deceso del señor López Ospina, su condición de pensionado para ese momento, la fecha en la que contrajeron nupcias, las solicitudes de reconocimiento de la prestación económica elevadas por ella y la señora Lucila Muñoz Rivera y su respuesta; sostuvo que: La convivencia entre ellos se prolongó desde el 20 de septiembre de 1964 hasta que el señor José Orlando López Ospina falleció; en su vida matrimonial se domiciliaron en la calle 11 Nº 6-78 y en la carrera 8ª Nº 13-26 del municipio de Zarzal; de esa unión nacieron cinco hijos, todos mayores de edad; como cortador de caña en la empresa Riopaila y después como electricista en otras entidades debía desplazarse hacia otros municipios, circunstancia que le permitió iniciar una relación extramatrimonial con otra mujer, luego de 9 años de casados; el 1º de febrero de 2013 la afilió como su beneficiaria en salud; en el año 2013 fue intervenido quirúrgicamente y en agosto del año 2014 fue internado en varias entidades de salud en el eje cafetero, estando bajo los cuidados de sus hijos matrimoniales, la hija mayor de su relación extramatrimonial y Lucila Muñoz Rivera.
Al dar respuesta al libelo introductorio –fls.64 a 68- la Administradora Colombiana de Pensiones admitió la fecha de deceso del señor José Orlando López Ospina y el contenido de los actos administrativos relacionados anteriormente. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban o que no eran tales. No se opuso a las pretensiones, manifestando que se atenía a lo probado en el proceso. Formuló las excepciones de mérito que denominó “Obligación del sistema de seguridad social sin definir”, “Improcedencia de los intereses mora” y “Prescripción”.

Por existir proceso entre las mismas partes en el Juzgado Primero Laboral del Circuito, la señora María Arango de López en escrito de 4 de marzo de 2016 –fls.131 y 132- solicitó la acumulación de ese proceso al presente ordinario laboral, por lo que al reunir los requisitos exigidos para ello, el Juzgado en auto de 31 de marzo de 2016 –fl.181- decretó la solicitada acumulación de procesos.
En el proceso con radicación Nº 66001-31-05-001-2015-00524, la señora María Arango de López interpuso demanda –fls.2 a 11 del cuaderno acumulado- en los mismos términos en los que expuso al proponer sus propias pretensiones en la contestación de la demanda.

Al responder la demanda –fls.60 a 65 del cuaderno acumulado- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido de los actos administrativos por medio de los cuales se le reconoció la pensión de vejez al señor José Orlando López Ospina y en el que se dejó en suspenso la pensión de sobrevivientes solicitada. Respecto a los demás hechos manifestó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.

Por su parte, la señora Lucila Muñoz Rivera al contestar la demanda –fls.184 a 189-aceptó la fecha de deceso del señor López Ospina, su status de pensionado, las solicitudes de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes y su respuesta. Respecto a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a sus pretensiones, pero no propuso excepciones.
En sentencia de 10 de febrero de 2017, el Juez declaró que las señoras María Arango de López y Lucila Muñoz Rivera en calidad de cónyuge y compañera permanente supérstites del señor José Orlando López Ospina respectivamente, tienen derecho a que se les reconozca la pensión de sobrevivientes a partir del 2 de noviembre de 2014 en cuantía mensual equivalente al salario mínimo legal mensual vigente, al haber acreditado cada una de ellas el requisito de convivencia exigido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003. Posteriormente determinó que la cónyuge supérstite convivió con el señor López Ospina desde el 20 de septiembre de 1964 y el 10 de marzo de 1973 y con la compañera permanente desde el 11 de marzo de 1973 hasta el 2 de noviembre de 2014, motivo por el que les corresponde a cada una de ellas el 17% y el 83% respectivamente de la prestación,
Por tales razones condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional causado entre el 2 de noviembre de 2014 y el 31 de enero de 2017 la suma de $3.517.929 a favor de la señora María Arango de López y $17.104.510 a favor de la señora Lucila Muñoz Rivera.
Negó las pretensiones encaminadas a que se reconocieran intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, indexación y costas procesales en contra de Colpensiones, en consideración a que la decisión de dejar en suspenso el reconocimiento de la pensión de vejez la tomó con el fin de que fuera la justicia laboral la que definiera la controversia.
Inconforme parcialmente con la decisión, la señora María Arango de López manifestó no estar de acuerdo con el porcentaje otorgado en el curso de la primera instancia, básicamente porque dentro del proceso no quedó acreditado que su cónyuge José Orlando López Ospina inició la convivencia efectiva con la señora Lucila Muñoz Rivera el 11 de marzo de 1973, sino que ello se dio aproximadamente cuando ellos concibieron el segundo hijo; motivo por el que solicita que se revise dicho aspecto y en consecuencia se incremente el porcentaje que le corresponde a ella en su calidad de cónyuge supérstite.
Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor. 
Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Tienen derecho las señoras Lucila Muñoz Rivera y María Arango de López a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor José Orlando López Ospina?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

EVOLUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA DE LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA FRENTE AL DERECHO DE LOS CÓNYUGES SUPÉRSTITES A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.

En un primer momento en sentencia de 5 de abril de 2005 radicación Nº 22.560, rememorada en providencia de 20 de mayo de 2008 radicación Nº 32.393, la Sala de Casación Laboral expresó que el nuevo texto introducido por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 a los artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993, le hizo mantener la postura de que tanto los cónyuges supérstites como los compañeros permanentes, deben demostrar que convivieron de manera continua e ininterrumpida con el causante dentro de los cinco años inmediatamente anteriores al deceso, para acceder a la pensión de sobrevivientes.

Posteriormente en sentencia de 4 de noviembre de 2009 Rad. 35809, reiterada en providencias de 28 de octubre de 2009 Rad. 34899, 1° de diciembre de igual año Rad. 34415 y 31 de agosto de 2010 Rad. 39464, la Corte puntualizó que cada caso en concreto debía de analizarse, en consideración a que puede suceder que la interrupción de la convivencia obedezca a una situación que no conlleve la pérdida del derecho, pues puede pasar que la convivencia no se haya interrumpido por la ausencia física de alguno de los dos, cuando ello ocurre por motivos justificables, como de salud, oportunidades u obligaciones laborales, imperativos legales o económicos, entre otros; eventos en los que deberá reconocerse la pensión de sobrevivientes cuando se acrediten cinco años de convivencia con anterioridad al deceso, a pesar de esa ausencia física durante ese lapso o parte de éste.

En sentencia de 29 de noviembre de 2011 Rad. 40055, la Sala de Casación Laboral amplió el anterior criterio, expresando que cuando concurran a reclamar la pensión de sobrevivientes cónyuge supérstite y compañero permanente, la convivencia de cinco años para el primero puede ser cumplida en cualquier tiempo, siempre y cuando a la fecha del deceso se encuentre vigente el lazo matrimonial. Pero en decisiones de 24 de enero y 13 de marzo de 2012, Rads. 41637 y 45038 respectivamente, la Corte extendió la mencionada interpretación, en el sentido de que tal situación también debe aplicarse en aquellos casos en los que no concurran compañeros permanentes y se presente a reclamar el cónyuge supérstite separado de hecho con vínculo matrimonial vigente para el momento del deceso, a quien como se dijo atrás, le bastará demostrar que convivió con el causante durante un periodo no inferior a cinco años continuos e ininterrumpidos en cualquier tiempo.

No obstante, la Alta Magistratura en sentencia SL 12442 de 15 de septiembre de 2015 radicación Nº 47.173, señaló que para otorgar el derecho a la pensión de sobrevivientes, al cónyuge supérstite separado de hecho no le basta con acreditar cinco años de convivencia ininterrumpida en cualquier tiempo, pues el operador judicial debe realizar una interpretación sistemática que involucre lo previsto en el artículo 46 ibídem, en el que se exige que quien alega la condición de beneficiario de la pensión pertenezca al grupo familiar del pensionado o afiliado fallecido. Explicó en la providencia en cita que:

“…el amparo se concibe en la medida en que quien reivindica el derecho merezca esa protección, en cuanto forma parte de la familia del causante en la dimensión en que ha sido entendida por la jurisprudencia de la Sala, referida en el caso de los cónyuges, a quienes han mantenido vivo y actuante su vínculo mediante el auxilio mutuo -elemento esencial del matrimonio según el artículo 113 del C.C.- entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico, aún en casos de separación y rompimiento de la convivencia…”.

Se dejó allí dicho también, que aun en los eventos en los que no se mantenga vivo y actuante el vínculo en los términos expuestos anteriormente, podrá aspirar el cónyuge supérstite a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes, siempre y cuando demuestre que el alejamiento se produjo por situaciones ajenas a su voluntad.
EL CASO CONCRETO

Según el registro civil de defunción expedido por la Notaría Quinta del Círculo de Chinchiná –fl.19- el señor José Orlando López Ospina falleció el 2 de noviembre de 2014, momento en el que se encontraba disfrutando la pensión de vejez reconocida por el entonces Instituto de Seguros Sociales a través de la resolución Nº 00312 de 26 de enero de 1999 –fl.20-; dejando causada de esa manera la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, conforme lo establece el numeral 1º del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003.
Sentado lo anterior, les correspondía entonces a las señoras Lucila Muñoz de Rivera y María Arango de López acreditar el tiempo de convivencia exigido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003.

La señora María Arango de López, como se aprecia en el registro civil de matrimonio emitido por la Notaría Única del Círculo de Zarzal el 21 de enero de 2015 –fl.24-, contrajo nupcias con el señor José Orlando Ospina López el 20 de septiembre de 1964, vínculo éste que se mantuvo vigente hasta la fecha de deceso de aquel, pues en dicho documento no hay notas marginales que indiquen que entre ellos hubo divorcio o cesación de los efectos civiles del matrimonio católico.
Con el fin de dar fe de la convivencia entre ella y el pensionado fallecido, la señora Arango de López solicitó que fueran escuchados los testimonios de Esther Julia Arango de Castillo y Oscar Evelio Gómez López (sobrino del causante) y pos su parte la señora Lucila Muñoz Rivera para acreditar a su vez el tiempo de convivencia exigido en su calidad de compañera permanente, pidió que fueran recepcionadas las declaraciones de Erminda Rojas, Ariel de Jesús Ramírez Ruiz y Leonel de Jesús Vásquez Sepúlveda.

Al hacer un análisis conjunto de las declaraciones vertidas por los mencionados testigos respecto a la convivencia entre el señor José Orlando López Ospina, se tiene que en efecto él una vez contrajo nupcias con la señora María Arango de López el 20 de septiembre de 1964, empezó una convivencia continua e ininterrumpida que se prolongó durante aproximadamente 9 o 10 años, cuando se separaron debido a que el pensionado fallecido ya sostenía una relación sentimental con la señora Lucila Muñoz Rivera; a pesar de que en ese momento se dio la ruptura de la convivencia entre los cónyuges, ellos continuaron teniendo una relación muy buena e igualmente él continuó colaborándole económicamente hasta el momento de su deceso; en lo que corresponde a la convivencia entre el causante y la señora Lucila Muñoz Rivera, informaron que después de esa ruptura, José Orlando, quien ya sostenía una relación con Lucila, inició una convivencia formal con ella, yéndose a vivir inicialmente a la calle 17 con carrera 5ª de la ciudad de Pereira, en la casa de una tía de él; que aproximadamente un año después se fueron a vivir al barrio José Hilario López, que se ubica cerca del barrio nacederos en la ciudad de Pereira, que desde esa época hasta que él falleció el 2 de noviembre de 2014, los compañeros permanentes nunca se separaron; indicaron que dentro del matrimonio se procrearon cinco hijos y dentro de la relación marital de hecho se procrearon dos; señalaron que unos días antes de fallecer, él había estado hospitalizado en el Hospital San Jorge de Pereira y en un Hospital en la ciudad de Manizales, en donde lo cuidaban dos de sus hijas y la señora Lucila; que estando allí, la señora María Arango de López lo visitó también.
Conforme con el estudio de los testimonios arrimados al proceso, se tiene entonces que las señoras María Arango de López y Lucila Muñoz de Rivera en calidad de cónyuge y compañera permanente del causante acreditaron el tiempo de convivencia exigido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la ley 797 de 2003; siendo oportuno expresar que si bien entre los cónyuges hubo una separación de hecho que hizo que la convivencia entre ellos finalizara, la verdad es que el vínculo entre ellos se mantuvo vivo y actuante hasta el momento del deceso del señor López Ospina, pues nótese que él continuaba ayudándole económicamente, motivo por el que tanto ella como la señora Lucila Muñoz Rivera tienen derecho a que se les reconozca la pensión de sobrevivientes que reclaman, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales, en consideración a que el derecho se causó el 2 de noviembre de 2014, cuando se encontraba vigente el Acto Legislativo 01 de 2005; siendo del caso advertir que ninguna de las mesadas pensionales causadas se encuentra cobijada por el fenómeno de la prescripción.
En cuanto a los porcentajes que le corresponde a cada una de ellas, en el proceso se encuentra demostrado que la convivencia entre los cónyuges se inició el 20 de septiembre de 1964 cuando contrajeron matrimonio y se extendió durante aproximadamente 9 o 10 años, es decir, hasta el año 1973 o 1974, sin embargo, en el interrogatorio de parte absuelto por la señora María Arango de López, ella fue contundente en expresar que la ruptura de la convivencia con su cónyuge se había dado en el año 1973, aunque no especificó una fecha o periodo del año en el que ello aconteció, indicando que el motivo de la misma había sido producido por la relación sentimental que él sostenía con la señora Lucila Muñoz Rivera.
Para establecer una fecha aproximada de cuando se dio la separación entre los cónyuges, resulta pertinente señalar que varios de los testigos oídos en el curso del proceso, expresaron que cuando se produjo la separación, José Orlando se había ido a vivir con dos de sus hijos menores de edad en ese entonces que había procreado con la señora María Arango de López y que con ellos estuvo viviendo en la Calle 17 con carrera 5ª de la ciudad de Pereira durante un pequeño lapso, pues posteriormente se había ido a vivir con la señora Lucila al barrio José Hilario López de la misma ciudad, pero que cuando él llegó a ese sitio, aún no había nacido la hija mayor que tuvo con su compañera permanente, que según el registro civil de nacimiento visible a folio 21 de expediente nació el 28 de diciembre de 1973.

De otro lado la señora Lucila Muñoz Rivera afirma que su convivencia con el señor López Ospina inició exactamente el 11 de marzo de 1972, sin embargo, ello contradice lo expresado en la propia demanda, en la que se dijo que el asiento de su convivencia se dio cuando llegaron a la calle 58 Nº 10-33 del barrio José Hilario López de Pereira, situación que como quedó visto, solo vino a ocurrir en el año 1973 cuando él ya se había separado de su cónyuge y no había nacido su hija mayor; considerándose entonces acertada la fecha fijada por el a quo como finalización de la convivencia con la cónyuge el 10 de marzo de 1973, no obstante, no es posible concluir que inmediatamente, el 11 de marzo de 1973 empezó la convivencia con su compañera permanente, pues en realidad eso debió ocurrir un par de meses después, cuando él ya dejó a cargo de su tía a dos de los hijos que tuvo con María Arango de López, es decir, que aproximadamente la convivencia entre los compañeros permanentes inició el 10 mayo de 1973, poco tiempo después de haberse separado el causante de su cónyuge y antes de que naciera la hija mayor que tuvo con la señora Muñoz Rivera.
Bajo tales parámetros, se tiene entonces que por los 8 años 5 meses y 21 días de convivencia que tuvo la señora María Arango de López, que equivalen a 3051 días, le correspondería el 16.96% de la prestación, mientras que a la señora Lucila Muñoz Rivera por los 41 años 5 meses y 23 días de convivencia, que equivalen a 14933 días, le correspondería el 83.04% de la prestación; no obstante, como la señora María Arango de López es apelante única en este punto, la decisión que se surta en esta sede no puede ser más gravosa, por lo que en aplicación del principio de la no reformatio in pejus, se mantendrán los porcentajes del 17% y 83% respectivamente, fijados en el curso de la primera instancia.
Ahora, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 283 del C.G.P. se procede a actualizar la condena, tal como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, y en la que se observa que el retroactivo pensional causado entre el 2 de noviembre de 2014 y el 30 de agosto de 2017 asciende a la suma de $25.048.134, correspondiéndole en consecuencia a la señora María Arango de López por el 17% de la prestación, la suma de $4.258.183,78, y a la señora Lucila Muñoz Rivera por el restante 83% la suma de $20.789.951,22.

En el anterior orden de ideas, se modificará el ordinal tercero de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, con el único fin de actualizar la condena, como lo establece el artículo 283 del C.G.P.
Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal TERCERO de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el cual quedará así:
“TERCERO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional causado entre el 2 de noviembre de 2014 y el 30 de agosto de 2017 la suma de $25.048.134, correspondiéndole a la señora MARÍA ARANGO DE LÓPEZ la suma de $4.258.183,78 y a la señora LUCILA MUÑOZ RIVERA la suma de $20.789.951,22.”.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.
Sin costas en esta sede.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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